
 

JUNTA GENERAL 
 DE LA MANCOMUNIDAD DE VALDIZARBE-IZARBEIBARKO 

MANKOMUNITATEA 
ACTA DE LA SESIÓN CELEBRADA 

 EL DÍA DIEZ  DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS 
 

 
En la localidad de Puente la Reina-Gares, en las Salas Polivalentes de la Mancomunidad, 
siendo las diecinueve horas y cuarenta y nueve minutos del día diez de octubre de dos mil 
veintitrés, asistidos por la Secretaria de la Mancomunidad concurren las personas que se 
relacionan, en su calidad de representantes de los Ayuntamientos en la Mancomunidad.  
 
PRESIDE el acto D. Steven Alexander LEIPER OCARIZ, asistiendo al mismo los/as Vocales 
que seguidamente se relacionan por orden de la Entidad Local cuya representación ostentan: 
 
Asisten/Bertaratuak: 
 
D. Marino Jaurrieta Linzoain    representante de ARTAJONA/ARTAXOA 
D. Carlos Luna Goñi   representante de ARTAJONA/ARTAXOA 
Dña. María Teresa Jurio Vidarte   representante de ARTAJONA/ARTAXOA 
Dña. Mª Rosario Echechipia Senosiain representante de ARTAZU 
D. Urtzi García Asenjo    representante de BERBINZANA/BERBINTZANA 
D. Asier Diez Asenjo    representante de BERBINZANA/BERBINTZANA 
Dña. Begoña Azanza Atondo    representante de CIRAUQUI/ZIRAUKI 
D. Gonzalo Parreño Oroz    representante de GUIRGUILLANO  
D. Carlos Suescun Sotés    representante de LARRAGA 
D. Javier Imas Corera  representante de LARRAGA 
Dña. María Beriáin Ibáñez  representante de LARRAGA 
D. Javier Nuin Lacheta    representante de MAÑERU 
D. Ion Erro Arbizu  representante de MENDIGORRIA 
Dña. Maria Pilar Ibero Perez   representante de MIRANDA DE ARGA 
D. Jesús Mª Puy Lanas    representante de OBANOS 
D. Asier Otxoa Sanz  representante de PUENTE LA REINA/GARES 
Dña. Ixone Esquiroz Luna  representante de PUENTE LA REINA/GARES 
D. Aitor Azcona Arraiza  representante de PUENTE LA REINA/GARES 
Dña. Beatriz Ordoñez Ancin  representante de PUENTE LA REINA/GARES 
 
No asisten/Ez bertaratuak: 
 
D. Juan Ramón Elorz Domezain    representante de ARTAJONA/ARTAXOA 
Dña. Raquel Muñoz Lamoneda    representante de GUESALAZ /GESALATZ 
Dña. Inmaculada Vidarte Romano   representante de LARRAGA 
D. Ignacio Goñi Zúñiga     representante de MENDIGORRIA 
Dña Naiara Azcoiti Artaso   representante de MENDIGORRIA 
D. Luis Echarri Ruiz   representante de MIRANDA DE ARGA 
Dña. Arantxa Hernández Lacalle   representante de OBANOS 
D. Jon Ciriza Murugarren   representante de PUENTE LA REINA/GARES 
Dña. Ainhoa Azpilicueta Aracama  representante de PUENTE LA REINA/GARES 
D. Fco. Javier Eraso Azqueta    representante de SALINAS DE ORO/JAITZ 



 

Actúa como Secretaria de la Mancomunidad de Valdizarbe/Izarbeibarko Mankomunitatea, 
Dña. Miren Jaione Mariezkurrena Baleztena. 
 

Abierto el acto por orden del Sr. Presidente, se pasa a examinar el Orden del Día adoptando 
los siguientes acuerdos: 
 

1º.- APROBACIÓN, SI PROCEDE, EL ACTA DE LAS SESIONES CELEBRADAS EL 
DÍA 4 Y 12  DE SEPTIEMBRE DE 2023. 
 

Se prescinde de la lectura de las actas de las sesiones extraordinarias de fecha 4 y 12 de 
septiembre de 2023. 
 

Los/as Señores/as asistentes disponen de copia de las mismas entregadas como documento 
adjunto a la convocatoria de la presente sesión. 
 
El Sr. Presidente pregunta a los/as asistentes si van a formular alguna observación a las Actas. 
 
No se realizan observaciones, si bien, tres personas asistentes explican que no asistieron a la sesión 
anterior por lo que se abstienen. 
 

Y no habiendo observaciones, por mayoría absoluta de todos/as los/as Vocales asistentes (con 
tres abstenciones), 
 

SE ACUERDA: 
 
Primero.- Aprobar las actas de las sesiones extraordinaria de fecha 4 y 12 de septiembre de 
2023. 
 

Segundo.- Proceder a la transcripción de las Actas aprobadas en el Libro de Actas de sesiones 
celebradas por la Junta General de la Mancomunidad de Valdizarbe/Izarbeibarko 
Mankomunitatea. 
 
 
2º.- APROBACIÓN INICIAL DE LA MODIFICACIÓN PRESUPUESTARIA Nº 
6/2023 Y 7/2023. 
 

La Sra. Secretaria-interventora explica el asunto a las personas asistentes. 

Vista la documentación obrante en los Expedientes de modificación Presupuestaria nº 
6/2023 (de generación de crédito por ingresos) y nº 7/2023 (de suplemento de crédito), así 
como, el preceptivo Informe de Intervención de las modificaciones planteadas, que obran en 
el expediente. 

 Por lo anteriormente expuesto, las modificaciones presupuestarias que se plantean son 
las siguientes (generación de crédito por ingresos en el servicio de euskera y servicio de 
igualdad): 

 



 

Modificación presupuestaria 6/2023: GENERACIÓN DE CRÉDITO POR INGRESOS 

Aplicación de gasto que 
recibe crédito  
(ampliación) DENOMINACIÓN Importe  (€) 
1.2391.2260602 Campañas igualdad 500 

  500  
Fuente de financiación 
 (con mayores ingresos)    
4508005 Subv. Campañas Igualdad 500 

 TOTAL 500 
 

Aplicación de gasto que 
recibe crédito (ampliación) DENOMINACIÓN        Importe  (€) 

1.3350.2260900 Campañas euskera 1.100 

   Total               1.100  
Fuente de financiación 
(con mayores ingresos) Aplicación de ingreso Importe  (€) 

1.4622001 Aportaciones Aytos. campaña euskera 455 

1.4508003 Subv. Campañas euskera 645 

 Total 1.100 
 

La Modificación Presupuestaria nº 7/2023 (de suplemento de crédito), sería para lo siguiente: 

SUPLEMENTOS DE CRÉDITO 

APLICACIÓN DENOMINACIÓN IMPORTE (€) 
Aplicación presupuestaria 
 a incrementar  

1.1612.4800000 Pagos por daños 1.500 

 TOTAL 1.500 

Financiación  
  
Minoración de 
aplicaciones de gasto 

DENOMINACIÓN                                               IMPORTE (€) 
 

1.1611.6320001 Reparación lámina balsa -1.200 

1.1612.62300012 Herramientas servicio aguas   -300 

 TOTAL -1.500 



 

 

SUPLEMENTO DE CRÉDITO 
Aplicación DENOMINACIÓN IMPORTE (€) 

gasto a incrementar  

1.9200.2260400 Gastos judiciales 6.000 
 TOTAL 6.000 

Financiación 
Aplicación (ingresos)   

8700000 Remanente de tesorería para gastos generales 6.000 

 TOTAL 6.000 
 

SUPLEMENTO DE CRÉDITO 
Aplicación de gasto 
a incrementar DENOMINACIÓN IMPORTE (€) 
   

1.9240.6360000 Equipos y licencias informáticas 11.700 

 TOTAL 11.700 

Financiación  IMPORTE (€) 

Ingresos   

8700000 Remanente de tesorería para gastos generales 11.700 

 TOTAL 11.700 

Visto el contenido de la Normativa aplicable siguiente: 

.- El Artículo 36 y ss del D.F. 270/1998, de 21 de septiembre, que desarrolla la Ley Foral 
2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra en materia de presupuestos y gasto 
público. 
 
- Estatutos de la Mancomunidad de Valdizarbe/Izarbeibarko Mankomunitatea, su Presupuesto 
para el año 2023 y sus Bases de Ejecución para dicho Ejercicio (incluyendo las modificaciones 
efectuadas por la Ley Foral 22/2020, de 29 de diciembre, en la Ley Foral 2/1995, de 
Haciendas Locales de Navarra). Así como, vistos el Informe preceptivo emitidos por la Sra. 
Secretaria-Interventora de esta Mancomunidad obrante en el expediente. 
 
Sometido el asunto a votación, por unanimidad de los/as miembros de la Junta asistentes,  

 
SE ACUERDA 

 
PRIMERO.- Aprobar Inicialmente el Expediente de las modificaciones presupuestarias nº 
6/2023 y nº 7/2023, según los siguientes datos y cuadros económicos arriba detallados con 
generación de crédito y suplemento de crédito. 



 

SEGUNDO: Llevar a cabo el siguiente procedimiento (Se ha previsto en las Bases de 
Ejecución de esta Mancomunidad para el Ejercicio 2023): 

.- Para la modificación presupuestaria por generación de créditos por ingresos, para su 
entrada en vigor será suficiente el acuerdo del pleno (Junta) de la entidad- 

.-  Para la modificación presupuestaria con suplemento de crédito, el acuerdo de aprobación 
inicial adoptado por el Pleno (Junta) será sometido a exposición pública en el Tablón de 
Anuncios de la Corporación (Mancomunidad) por un plazo de 15 días naturales, con el fin 
de que los/as vecinos/as o interesados/as, puedan presentar las reclamaciones o alegaciones 
que estimen oportunas.  

.-Transcurrido dicho plazo, y si no hubieran formulado reclamaciones o alegaciones, el 
acuerdo de aprobación inicial se entenderá aprobado definitivamente, entrando en vigor, 
una vez transcurrido el periodo de exposición pública.  

.- En caso de alegaciones, el Pleno (Junta) deberá adoptar acuerdo expreso relativo a la 
resolución de aquellas y a la aprobación definitiva de la modificación expuesta, que entrará 
en vigor una vez publicado el texto definitivo en el Tablón de Anuncios de la Entidad 
Local.  

Lo que se hace público en cumplimiento de las prescripciones legales referidas, advirtiéndose 
que esta aprobación definitiva puede ser impugnada por alguna de las siguientes vías: 

a) Mediante la interposición directa de recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el plazo de dos 
meses, contados desde el día siguiente al de la publicación de este anuncio en el Boletín Oficial 
de Navarra. 

b) Mediante la interposición, ante el Tribunal Administrativo de Navarra de recurso de alzada, 
dentro del mes siguiente a la fecha de publicación de este anuncio en el Boletín Oficial de Navarra. 

 

3.- INFORMAR SOBRE EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA DE LA 
MANCOMUNIDAD A  FECHA 4/OCTUBRE/2023 (GASTOS E INGRESOS) 

 
La Sra. Secretaria-interventora explica el asunto a las personas asistentes. 

Vista la ejecución del Presupuesto del año 2023 de la Mancomunidad de 
Valdizarbe/Izarbeibarko Mankomunitatea a fecha 05/10/2023 (documentos adjuntos de 
Gastos e Ingresos de ejecución), se detallan a continuación. 

Ingresos: 

Presupuesto inicial de ingresos 2023:……………….. 2.909.941,00 € 

Presupuesto con modificaciones:……………………..3.925.306,28 € 

Derechos reconocidos:……………………………..… 2.665.593,89 €  (67,91 %) 

 



 

Gastos: 

Presupuesto inicial de gastos 2023………………… 2.909.941,00 € 

Presupuesto con modificaciones:……………….…. 3.925.306,28 € 

Obligaciones reconocidas………………………….. 2.142.854,24 €   (54,59 %) 

 
Los/as miembros de la Junta se dan por enterados/as. 
 
 
4º.- DAR CUENTA DEL PLAN DE APRENDIZAJE DE EUSKERA APROBADO 
PARA EL AÑO 2023-2024. 

El Sr. Presidente explica el asunto a las personas asistentes. 

Visto el Plan de Estudio de Euskera 2023-2024 elaborado por el Servicio de Euskera de esta 
Mancomunidad para el personal de la empresa SAV/AIZ, SL, que se adjunta como documento 
Anexo. 

En el contenido del Plan se establece el fomento, apoyo al uso y aprendizaje de euskera en 
consonancia con la Ordenanza reguladora del uso del euskera en la Mancomunidad de 
Valdizarbe/Izarbeibarko Mankomunitatea, así como, con el Convenio Colectivo de la empresa 
SAV/AIZ, SL, y el Plan de Formación de la citada empresa.  

 

En este Plan se han recogido de manera estructurada los diferentes cursos de formación, 
entidades que las impartes y ayudas al personal para el aprendizaje y mejora de sus 
conocimientos  de euskera, todo ello en aras a dar un mejor servicio a la ciudadanía. 

 
Los/as miembros de la Junta se dan por enterados/as. 
 
 
5º.- INCOAR EXPEDIENTE DE REVISIÓN DE OFICIO EN RELACIÓN CON LA 
POSIBLE NULIDAD DE PLENO DERECHO DE LA IMPLANTACIÓN Y 
LIQUIDACIÓN DE LAS TASAS GIRADAS POR ESTA MANCOMUNIDAD EN LOS 
AÑOS 2018, 2019, 2020 Y 2021 A D. FRANCISCO JAVIER SÁNCHEZ OSTIZ 
(EJECUCIÓN SENTENCIA Nº 127/2023). 
 

El Sr. presidente explica el asunto a las personas asistentes. 

Expediente: Solicitud de revisión de oficio presentada por D. Francisco Javier Sánchez Ostiz 
Gutiérrez,  en relación con la posible nulidad de pleno derecho de las tasas giradas por esta 
Mancomunidad en los años 2018, 2019, 2020 y 2021 al interesado.  

Ejecución de Sentencia núm. 127/2023 del Juzgado Contencioso-Administrativo Nº 3 de 
Pamplona/Iruña, en procedimiento ordinario nº 15/2022, estimando recurso contencioso-



 

administrativo y declarando la obligación de la Mancomunidad de tramitar 
expediente/procedimiento de revisión de oficio. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO.- Antecedentes 

1-Por parte de D. Francisco Javier Sánchez Ostiz Gutiérrez y D. Conrado García Napal se 
presentó el 10-10-2021 escrito con la siguiente solicitud, en el registro de entradas de la 
Mancomunidad de Valdizarbe (registro nº 2021/676 de fecha 10.10.2021): 

SOLICITAMOS: 

Tenga por presentado este escrito y en su virtud y en razón a las circunstancias que 
concurren en el presente supuesto, acuerde la iniciación del procedimiento de revisión de 
oficio aplicación de tasas giradas por esa Mancomunidad en los últimos cuatro ejercicios 
(2018, 2019, 2020 y 2021), al entender que concurren en su implantación y liquidación 
causas de nulidad absoluta. 

2.- En enero de 2022, el Sr. Sánchez Ostiz interpuso recurso contencioso-administrativo 
contra desestimación presunta, por silencio administrativo, de la solicitud de revisión 
presentada con fecha 10 de octubre de 2021 relativo a las tasas giradas por esa Mancomunidad 
en los cuatro últimos ejercicios (2018,2019, 2020 y 2021) tramitándose ante el Juzgado 
Contencioso-Administrativo Nº 3 de Pamplona/Iruña, como procedimiento ordinario núm. 
15/2022. 

3- Tras el proceso judicial, se ha dictado Sentencia núm. 127/2023 de 8 de julio de 2023, 
estimando el recurso y declarando la obligación de la Mancomunidad de tramitar el 
expediente/procedimiento solicitado. 

En concreto, el fallo de la Sentencia expresa: 

QUE DEBO ESTIMAR el recurso contencioso administrativo interpuesto el Procurador de 
los Tribunales Don Carlos Hermida Santos, en representación de Don Francisco Javier 
Sánchez-Ostiz Gutierrez, contra la desestimación tácita por la Mancomunidad de Valdizarbe 
de la solicitud presentada el día 10.10.2021 de incoación de expediente/procedimiento de 
revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho, respecto la implantación y liquidación de 
las tasas giradas por esa Mancomunidad en los ejercicios económicos de 2018, 2019, 2020 y 
2021. Anulándose y declarando la obligación de la Mancomunidad a tramitar el 
expediente/procedimiento solicitado. 

La sentencia devino firme por diligencia de ordenación de 10 de julio de 2023. 

Es de destacar que la sentencia no se prejuzga el contenido de la solicitud de revisión, sino 
que se limita a condenar a la tramitación del expediente de revisión de oficio, con 
independencia de su resultado, y sin efectuar ningún pronunciamiento respecto de las 
cuestiones de fondo, ni la concurrencia de causa de nulidad de pleno derecho de las tasas.  

4-Mediante Resolución de Presidencia nº 121/2023, se acordó solicitar informe jurídico a la 
Secretaria de la Mancomunidad en relación a la posible nulidad de pleno derecho de las tasas 
de 2018 a 2021 instada por Fco. Javier Sánchez Ostiz Gutiérrez. 



 

5-Por parte de la Secretaria-Interventora se ha elaborado el informe que obra en el expediente, 
en el que se indica el procedimiento a seguir y se analiza la cuestión de fondo. 

Este informe, concluye: 

Primera.- A juicio de la suscribiente, y sin perjuicio de lo que resulte de la tramitación 
del procedimiento de revisión de oficio, a priori, no procedería la revisión de oficio 
de actos nulos para las tasas de los ejercicios 2018 a 2021 solicitada por D. Francisco 
Javier Sánchez Ostiz al no concurrir causa de nulidad de pleno derecho.  

Segunda.- No obstante lo anterior, en ejecución de la Sentencia firme dictada por el 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 3 de Pamplona/Iruña núm. 127/2023 de 
8 de julio de 2023, dictada en el Procedimiento Ordinario nº 15/2022, procede la 
tramitación del expediente, sometiendo este informe a conocimiento de la Junta 
General, adoptando acuerdo de incoación de expediente de revisión de oficio, y 

concediendo plazo de audiencia al interesado por un plazo de entre 10 y 15 días, 
para que pueda alegar lo que estime conveniente al efecto.  

Posteriormente, la Junta General deberá adoptar Acuerdo analizando las alegaciones 
y formulando propuesta en el sentido que proceda (revisión o no revisión), solicitando, 
a través del Presidente de la Mancomunidad y con la intermediación de la Presidenta 
del Gobierno de Navarra, Dictamen preceptivo del Consejo de Navarra, el cual tendrá 
carácter vinculante para la Mancomunidad, y con suspensión del plazo para resolver 
el expediente, que es de 6 meses.  

Tercera.- La competencia para la tramitación del expediente de revisión de oficio 
corresponde a la Junta General. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I 

El art. 106 de la Ley 39/2015 LPACP establece que: 

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos. 

1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud 
de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los 
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido 
recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1. 

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo 
dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en 
los supuestos previstos en el artículo 47.2. 



 

Para proceder a la revisión de oficio prevista en el artículo 106 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas –en 
adelante, LPACAP-, con arreglo a la jurisprudencia que se menciona en el informe de 
Secretaría adjunto, debe quedar suficientemente demostrada, y de forma indubitable, la 
nulidad de pleno derecho del acto que se pretenda revisar, pues, de otro modo, además de no 
proceder esta vía de revisión, es de suponer que no se obtendrá el dictamen "favorable" del 
Consejo de Estado u órgano consultivo de la correspondiente Comunidad Autónoma. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 y concordantes de la citada LPACAP, 
iniciado el procedimiento de revisión de oficio, se seguirán las disposiciones generales sobre 
los procedimientos administrativos previstas en el Título IV (artículos 53 a 105) de la citada 
Ley LPACAP, con exigencia de dictamen del Consejo de Navarra, previsto en el artículo 14 
de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo de Navarra, en concordancia con el 
artículo 106.1 de la Ley 39/2015, -LPACAP-, que exige, para proceder a la revisión, previo 
dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma, si lo hubiere. 

Asimismo, conforme al artículo 82 de la LPACAP, se concederá trámite de audiencia al 
interesado que, en este caso, es D. Francisco-Javier Sánchez Ostiz Gutiérrez.  

Siguiendo con la tramitación de los procedimientos administrativos, por parte de la Junta 
General se resolverán las alegaciones, si las hubiere, y se solicitará dictamen al Consejo de 
Navarra, autorizando al Presidente de la Mancomunidad para cursar la solicitud, la cual debe 
hacerse a través de la Presidenta del Gobierno de Navarra (art. 27.3 del Decreto Foral 90/2000 
de 28 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Consejo de Navarra). 

Recibido el Dictamen del Consejo de Navarra,  se dictará acuerdo definitivo sobre la nulidad 
o no de dichos actos, notificando el acuerdo al interesado. 

El artículo 28.1 del citado Decreto Foral 90/2000, de 28 de febrero,  dispone que a la petición 
de consulta, se acompañará el acto o acuerdo de efectuarla, así como la propuesta de 
resolución que constituya el objeto de la consulta y del correspondiente expediente 
administrativo. 

 

II 

En cuanto al fondo de la cuestión, se da por íntegramente reproducida la extensa 
fundamentación jurídica contenida en el informe de la Secretaria-Interventora que se adjunta 
al presente acuerdo y notifica al interesado junto con los documentos que lo acompañan (art. 
88.6 de la Ley 39/2015 LPAC) en la que se concluye que, a juicio de la informante, no 
concurre causa de nulidad de pleno derecho, sin perjuicio de lo que resulte de la tramitación 
del expediente.  

 

En virtud de cuanto antecede, con arreglo a lo dispuesto en el art. 4.1 g) de la LBRL, 218 del 
ROF, art. 47.4 y concordantes de la Ley Foral 6/1990, 2 de julio de la Administración Local 
de Navarra y demás normativa de pertinente aplicación, la Junta General, sometido el asunto 
a votación, por unanimidad, 



 

ACUERDA: 

PRIMERO.- Incoar, en ejecución de la Sentencia núm. 127/2023 del Juzgado Contencioso-
Administrativo Nº 3 de Pamplona/Iruña, dictada en el procedimiento ordinario nº 15/2022, 
expediente de revisión de oficio en relación con la posible nulidad de pleno derecho de la 
implantación y liquidación de las tasas giradas por esta Mancomunidad en los años 2018, 
2019, 2020 y 2021 a D. Francisco Javier Sánchez Ostiz Guitérrez. 

SEGUNDO.- Notificar el presente acuerdo a D. Francisco Javier Sánchez Ostiz Gutiérrez, 
junto con el Informe de Secretaría-Intervención y documentos que complementan la 
fundamentación del mismo, concediéndole un plazo de audiencia de DIEZ DÍAS hábiles 
para que, en relación a la solicitud de revisión de oficio y a la fundamentación contenida en el  
citado informe y documentos, pueda alegar y presentar los documentos y justificaciones 
que estimen pertinentes. 

A la vista de todo ello, se adoptará nuevo Acuerdo resolviendo lo pertinente en orden a 
solicitar Dictamen al Consejo de Navarra.  

Se comunica al interesado que el presente Acuerdo es un acto de trámite, por lo que no cabe 
recurso alguno frente al mismo (art. 112 de la Ley 39/2015 -LPACAP-). 

 
6º.- DESESTIMAR EL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO POR FCO. 
JAVIER SÁNCHEZ OSTIZ FRENTE ACUERDO DE LA JUNTA GENERAL DE 
ESTA MANCOMUNIDAD DE FECHA 1 DE MARZO DE 2023  
 

El Sr. presidente explica el asunto a las personas asistentes. 

El recurso de reposición se presenta en relación a la INADMISIÓN DE SOLICITUD DE 
REVISIÓN DE OFICIO FORMULADA POR FJSO EL 31-12-2022: 

 

ANTECEDENTES 

1-Por parte de D. Francisco Javier Sánchez Ostiz se presentó el 31-12-2022 escrito con la 
siguiente solicitud : 

Tenga por presentado este escrito y en su virtud y en razón a las circunstancias que concurren 
en el presente supuesto, acuerde la iniciación del procedimiento de revisión de oficio por ser 
nulos de pleno derecho tanto de la personación, como del ejercicio de la reclamación de 
costas en el caso de que procedan, con paralización de los expedientes de cobro que pudieran 
promoverse, todo ello con referencia a los siguientes procedimientos: 

 
1º.- Sala C-A TSJN. P.O. 212-2020 (Tasas 2020)  
2º.- Sala C-A TSJN. P.O. 101-2021 (Presupuestos 2021) y posterior Recurso de Casación.  
3º.- Sala C-A TSJN. P.O. 480-2021 (Tasas 2021).  
4º.- C-A 2 Pamplona. P.O. 281-2020 (Enajenación de Camión)  
5º.- C-A 3 Pamplona. P.O. 15-2022 (Revisión Tasas 2018 a 2021)  
6º.- C-A 3 Pamplona. P.O. 81-2022 (Denegación solicitud de Información)  



 

 
En la instancia, el solicitante resume el contenido del escrito, de la siguiente forma: 

Que en ejercicio de la acción prevista en el artículo 106.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante 
LPACAP) sobre revisión de oficio de los actos nulos de pleno derecho, pasa, mediante el 
presente escrito, a ejercitarla en relación a los siguientes procedimientos de nombramiento 
del Letrado del M.I. Colegio de Abogados de Pamplona D Ezequiel Urdangarín Ayestaran 
en la totalidad de los Contenciosos en los que figura el suscribiente como demandante y en 
los que, no poniendo en duda su intervención, debiera enjuiciarse, tanto la validez de la 
personación en el proceso, como quien deba hacerse cargo de sus honorarios, y que, al menos 
para el suscribiente, corresponde a quien haya causado tal nulidad de tales nombramientos 
en los siguientes procedimientos (así como de cualquier otro que, omitiéndose en tal relación, 
pudieran concurrir las mismas causas de nulidad): 
Es de destacar que, en los recursos 212/2020, 101/2021, 281/2020, y también en el 480/2021, 
se han dictado Sentencias desestimatorias de los mismos, con condena en costas frente a D. 
Francisco Javier Sanchez Ostiz, sin que, ni durante la sustanciación del proceso, ni durante 
los incidentes de tasación de costas, se hubiese discutido nada de lo ahora alegado en su escrito 
presentado el 31-12-2022. 

A su vez, con posterioridad al dictado del Acuerdo objeto de recurso, el PO 15/2022 ante el 
Juzgado Contencioso nº 3 se ha resuelvo mediante Sentencia núm. 127/2023 estimatoria del 
recurso, que ha devenido firme, en cuanto que el PO 81/2022 del JCA nº 3 se ha resuelvo 
mediante sentencia nº 120/2023 de 29 de mayo, desestimatoria del recurso y que no es firme 
por haber sido recurrida en apelación por el mismo recurrente.  

2-Asimismo, mediante comunicado de la Presidenta de esta Mancomunidad de fecha 10 de 
febrero de 2022, remitido al interesado el mismo día, se contestó a distintas cuestiones  
planteadas en solicitudes de 21-12-2021 y 4-1-2022, relativas al recurso de casación foral nº 
316/2021 dimanante del procedimiento ordinario nº 212/2020 sustanciado ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del TSJ de Navarra, en la que ya se contestó a varios extremos 
que ahora se reproducen en el escrito con registro de entrada de 31-12-2022. 

Frente a esta respuesta, el solicitante interpuso recurso de reposición el 8 de marzo de 2022, 
el cual fue contestado por Resolución 63/2022 de 23 de marzo notificada el 28 de marzo. 

 

3-Mediante Acuerdo de Junta General de 1 de marzo de 2023, en relación a la solicitud de 31-
12-2023, se acordó: 

1- Inadmitir, conforme al art. 106.3 de la Ley 39/2015 LPAC, la solicitud de revisión 
de oficio formulada por D. Francisco Javier Sánchez Ostiz en escrito de 30-12-2022 
con registro de entrada de 31-12-22, por no concurrir ninguna causa de nulidad del 
artículo 47.1 de la LPAC y carecer, asimismo, manifiestamente de fundamento.  

 
2- Desestimar la solicitud de “paralización de los expedientes de cobro” de costas 
judiciales iniciados y/o que puedan iniciarse, frente a D. Francisco Javier Sánchez 
Ostiz en relación a los procedimientos que señala en su escrito.  

 



 

3- Notificar el presente acuerdo al interesado para su conocimiento y efectos 
haciéndole saber que, frente al mismo, puede interponer, optativamente, alguno de los 
siguientes recursos.  

 

4-Frente a dicho Acuerdo, FJSO interpuso con fecha de 18-3-2023 recurso de reposición 
solicitando: 

SOLICITO de Vd. que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, teniendo por 
interpuesto RECURSO DE REPOSICIÓN frente al Acuerdo adoptado por la Junta General 
de la Mancomunidad de Valdizarbe de 1/marzo/2023 (notificado a través de la Carpeta 
Ciudadana el 18/03/2023), por el que se inadmitía la solicitud de revisión de oficio formulada 
el 30-12-2022 al considerar que no concurría causa de nulidad del art. 47.1 LPAC, así como 
desestimando la solicitud de paralización de expedientes de cobro de costas judiciales, y en 
consideración a lo señalado en el presente escrito, se sirva resolver favorablemente el recurso 
interpuesto, anulando el acuerdo recurrido y admitiéndose los términos del suplico de la 
solicitud inicial presentada. 

En relación a este recurso, se ha evacuado informe jurídico de la Secretaria-Interventora que 
obra en el expediente, proponiendo su desestimación.  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

I 

El recurso de reposición se interpuso en tiempo y forma, por lo que procede su admisión a 
trámite.  

II 

Procede desestimar el recurso, dando por reproducida la extensa fundamentación contenida 
en el Acuerdo de JG de 1-3-2023 que no ha sido refutada, y con arreglo al informe de 
Secretaría-Intervención. 

El recurrente, tras aclarar que las reiteradas menciones efectuadas en su anterior escrito al 
“Ayuntamiento de Puente la Reina” deben entenderse referidas a la “Mancomunidad de 
Valdizarbe”, alude, en primer lugar “a la Ausencia de procedimiento reglamentario en el 
nombramiento directo del Letrado…” 

Partiendo del carácter restrictivo de los expedientes de revisión de oficio, según reiterada 
jurisprudencia que se expuso en el Acuerdo recurrido, hay que reiterar que por Ley Foral 
17/2021, de 21 de octubre se modificó la Ley foral 2/2018 de contratos públicos, en el sentido 
de EXCLUIR, directamente, del ámbito de aplicación a los servicios jurídicos de la normativa 
de contratos públicos (contratación de abogados y procuradores, notarios, …). 
 
¿Cómo no va a ser ello una cuestión relevante cuando el recurrente alude la supuesta 
infracción de la legislación de contratación administrativa en el nombramiento de Letrado?. 
 
De este modo, el vigente art. 7 establece: 



 

 
1. Quedan excluidos de la aplicación de esta ley foral por razón de su propia naturaleza 

y de la existencia de normativa específica: 

l) Los siguientes servicios jurídicos: 

1.º Representación legal de un cliente por un abogado, en el sentido del artículo 1 de la 
Directiva 77/249/CEE del Consejo en un arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado 
miembro, un tercer país o ante una instancia internacional de conciliación o arbitraje, o un 
procedimiento judicial ante los órganos jurisdiccionales o las autoridades públicas de un 
Estado miembro, un tercer país o ante órganos jurisdiccionales o instituciones 
internacionales. 

2.º Asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos 
mencionados en el apartado anterior o cuando haya una indicación concreta y una alta 
probabilidad de que el asunto sobre el que se asesora será objeto de dichos procedimientos, 
siempre que el asesoramiento lo preste un abogado en el sentido del artículo 1 de la Directiva 
77/249/CEE. 

Esta modificación entró en vigor el 3-11-2021, al día siguiente de su publicación en el BON 
nº 251 de 2-11-2021. 

De los citados contenciosos mencionados por el solicitante, el nombramiento de abogado y 
procurador en los recursos 480/2021 ante TSJN, oposición a casación dimanante del recurso 
101/2021 y procedimientos ordinarios nº 15/2022, ordinario nº 81/2022 ante Juzgado 
Contencioso nº 3, son posteriores a la entrada en vigor de aquella normativa. 

Ello era absolutamente coherente con el hecho de que el artículo 10 de la Directiva 2014/24 
excluye expresamente de su ámbito de aplicación –apartado d)- los servicios jurídicos 
consistentes en la representación legal de un cliente por un abogado en un procedimiento 
judicial ante los órganos jurisdiccionales o las autoridades públicas de un Estado miembro, un 
tercer país o ante órganos jurisdiccionales o instituciones internacionales (i). Se excluye 
también el asesoramiento jurídico prestado como preparación de estos procesos o cuando haya 
una indicación concreta y una alta probabilidad de que el asunto sobre el que se asesora será 
objeto de estos procesos (ii) 

Sobre esta cuestión se pronunció, expresamente, el Tribunal de Justicia de la UE (TJUE) en 
la sentencia de 6 de junio de 2019 -asunto C-264/18. 

El TJUE aprovecha la ocasión para justificar por qué quedan excluidos los servicios de 
defensa en juicio y el asesoramiento previo. Para el Tribunal lo que justifica la exclusión es 
que los “… servicios prestados por un abogado solo se conciben en el marco de una relación 
intuitu personae entre el abogado y su cliente, marcada por la más estricta confidencialidad”. 
Sigue diciendo la sentencia que “… esa relación intuitu personae entre el abogado y su 
cliente, caracterizada por la libre elección de su defensor y la relación de confianza que une 
al cliente con su abogado dificulta la descripción objetiva de la calidad esperada de los 
servicios que hayan de prestarse”. Y añade que “… la confidencialidad de la relación entre 
el abogado y su cliente, cuyo objeto consiste, …, tanto en salvaguardar el pleno ejercicio de 
los derechos de la defensa de los justiciables como en proteger la exigencia de que todo 



 

justiciable tenga la posibilidad de dirigirse con entera libertad a su abogado (…), podría 
verse amenazada por la obligación del poder adjudicador de precisar las condiciones de 
adjudicación de ese contrato y la publicidad que debe darse a tales condiciones”. 

Es más, esta cuestión, además de contemplarse expresamente en la LFCP, ha sido confirmada, 
por ejemplo, por la  Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad 
Autónoma de Aragón en su Informe 1/2023, de 14 de febrero, y ello en aplicación de la Ley 
de contratos estatal que, a diferencia de la navarra, no hacia siquiera expresa referencia a ello, 
por que el informe se basa en la aplicación de la normativa comunitaria. 

Dicho sea de paso, el recurso de reposición alude y discute, en su folio 9, la cuestión de la  
relación “intuitu personae”, cuando resulta que es el propio Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea el que la ha aplicado y acuñado en el marco de la normativa sobre contratación 
pública.  

Huelga decir, también, que la invocación que efectúa el recurrente de la Ley 14/2013 de 27 
de septiembre en apoyo a los emprendedores, resulta improcedente, a la par que contradictoria, 
cuando resulta que el mismo recurrente reputa como infringida la ley foral de contratos 
públicos (que sería la normativa especial de preferente aplicación al caso), y luego omite que 
es la propia Ley foral de contratos la que excluye los “servicios jurídicos” de su campo de 
aplicación (en cumplimiento de Directiva y  de la STJUE) en casos como el de la llevanza de 
recursos judiciales.  

Al respecto, también procede destacar que se desconoce el sentido de las referencias que 
efectúa el recurrente a Doña Jone Lazcoz, cuando desde el año 2017 las funciones de 
Secretaría-Intervención las desarrolla otra persona, como bien conoce el recurrente. 

A mayor abundamiento, el Consejo de Navarra emitió su Dictamen de 30 de agosto de 2021 
en el expediente nº 28/2021 relativo al Proyecto de Ley foral que posteriormente se aprobó 
como la citada Ley foral 17/2021, de 21 de octubre en sentido FAVORABLE a su 
modificación, recordando que La exclusión de los servicios jurídicos del ámbito de aplicación 
viene inducida por el criterio sentado por la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de 6 de junio de 2019 (asunto C-264/18), que considera negocio excluido de la 
Directiva de contratación pública los servicios de los abogados en defensa jurisdiccional. 

Respecto de los acuerdos de nombramiento anteriores, resultaría aplicable la Directiva 
2014/24 que es anterior incluso al primero de los recursos que se mencionan, el 212/2020 
tramitado ante el TSJN y que ya establecía la exclusión de los servicios jurídicos objeto de 
discusión del ámbito de aplicación de la directiva, habiendo dictaminado el TJUE en sentencia 
de 6-6-2019, que tal exclusión resulta ajustada a Derecho. 

Pero es que, en cualesquiera casos, y aun cuando se partiese de la aplicación de la Ley foral 
de contratos públicos 2/2018 a los nombramientos efectuados en los recursos 212/2020, 
101/2021 ante TSJN y 281/2020 ante Juzgado Contencioso nº 2, en ningún caso se estaría 
infringiendo la normativa de contratación, desde el momento en que nos hallamos ante tres 
recursos concretos y específicos, que no podían ser previstos por la Mancomunidad, por 
cuanto se inician a decisión del mismo recurrente, Sr. Sánchez Ostiz, sin que, a mayor 
abundamiento, guarden conexión alguna entre los mismos.  



 

En efecto, el 212/2020 versa sobre una Ordenanza fiscal: el 101/2021 sobre los presupuestos 
de la entidad; el 281/2020 sobre entrega de documentación relativa a la venta de un camión, 
aspectos que ninguna conexión guardan entre sí. Es decir, como ya se le contestó al solicitante, 
“únicamente se ha realizado contratación de servicios externo de asesoría y de defensa 
jurídica, para ocasiones puntuales”. 

Cada contrato se agota con la terminación del proceso judicial, tratándose de contratos 
individuales y específicos que resuelven una “necesidad coyuntural” en palabras del propio 
recurrente.  

2-En segundo lugar, y si bien lo expuesto anteriormente resulta más que suficiente para 
desestimar el motivo impugnatorio, si se entendiese de aplicación la LFCP es de destacar que  
ningún encargo supera el límite de 15.000 € establecido por el art. 81.1 de la LFCP para los 
contratos de menor cuantía. Ni siquiera la suma de los honorarios de Letrado devengados por 
tales 3 recursos en conjunto, supera el citado importe, al tratarse de asuntos de cuantía 
indeterminada (cuantía fijada por el propio recurrente Sr. Sánchez Ostiz en sus escritos de 
demanda, dicho sea de paso).  

De modo que no es de aplicación, al caso el procedimiento negociado regulado en el art. 74.2 
de la LFCP, cuando la Mancomunidad perfectamente podía acogerse (partiendo de su 
supuesta aplicación a los servicios jurídicos, a pesar de lo expresado por la Directiva, lo cual 
se formula en términos de hipótesis) al régimen especial del art. 81 LFCP, que conforma una 
especialidad respecto del resto de procedimientos que le anteceden en la medida en que regula 
el “régimen especial de los contratos de menor cuantía”, indicando que “La tramitación del 
contrato sólo exigirá la previa reserva de crédito, si fuese necesario conforme a la normativa 
presupuestaria y contable aplicable al poder adjudicador del que forma parte el órgano de 
contratación, y la presentación de la correspondiente factura.”.  

Además, la perentoriedad de los plazos judiciales, desde la interposición de recurso, dificulta, 
notablemente, la tramitación de un procedimiento negociado cuando es el recurrente y no el 
recurrido (la Mancomunidad), quien decide cuándo interpone el recurso, viéndose la 
Administración demandada compelida a defenderse frente a tal actuación, sin que sepa si van 
a interponer o no recursos en su contra. 

III 

Posteriormente, alega el recurrente que concurre nulidad en el nombramiento de Letrado por 
cuanto que aquella era competencia de la Junta General, de suerte que concurriría la causa de 
nulidad del art. 47 b) de la Ley 39/2015 que determina la nulidad de los “b) Los dictados por 
órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.” 

Por de pronto, hay que decir que ningún sentido tiene la presente solicitud de revisión, y 
posterior recurso, cuando los recursos judiciales ya se han sustanciado, han recaído las 
correspondientes sentencias, se han aprobado las tasaciones de costas y los servicios jurídicos 
se han prestado efectivamente a la Mancomunidad, además de haber sido efectivamente 
abonados, tal y como procede. Tampoco se impugnó la personación de esta entidad con la 
correspondiente dirección letrada que ahora discute FSJO. Menor sentido tiene aún discutir 
los honorarios abonados al Letrado cuando los servicios efectivamente prestados deben 
abonarse y el recurrente tampoco discutió las tasaciones de costas practicadas en cada caso.  



 

En cualquier caso, procede reiterar, como ya se expresase en el Acuerdo recurrido, y 
considerando que se discute la personación de la Mancomunidad, que difícilmente va a existir 
ninguna causa de nulidad al respecto cuando el art. 50.2 de la Ley 29/1998 establece, 
específicamente que “2. Las Administraciones públicas se entenderán personadas por el envío 
del expediente” y, en todos esos recursos, por imperativo legal, la esta entidad remitió los 
correspondientes expedientes administrativos (Art. 48.1 y concordantes de la Ley 29/1998). 
Por ello se reitera que la personación difícilmente puede tacharse de incorrecta o inadecuada, 
así como que, en todo caso, nada se adujo en el proceso por el recurrente.  

En tercer lugar, la regulación de los Estatutos de la Mancomunidad es coherente con lo 
dispuesto en la Ley 7/1985 de Bases de régimen Local, debiendo, además, distinguirse cuando 
se interviene como parte recurrente o demandante, de cuando se interviene como parte 
demandada. 

En tal sentido, el art. 10 de los Estatutos establece que “la Comisión Permanente de Gobierno 
estará integrada por el/la Presidente/a de la Mancomunidad, que lo será también de este 
órgano, y los vocales que deberán ser miembros de la Junta General y elegidos por esta. Un 
vocal por cada Ayuntamiento mancomunado, excepto el Ayuntamiento al que pertenezca el/la 
Presidente/a.” 
 
El art. 18 prevé que “El régimen de acuerdos y votaciones será idéntico al de la normativa 
vigente reguladora de estos temas en las Corporaciones Locales.” en cuanto que el art. 20 en 
relación a Presidencia establece que: El/la Presidente/a será el órgano encargado de hacer 
ejecutar los acuerdos que decida la Junta general y la Comisión de Gobierno y tendrá 
idénticas atribuciones que los Alcaldes en cuanto se refiere a la presidencia de las sesiones y 
convocatoria de las mismas. 
  

A su vez el art. 25 regula: 

Corresponde al/a Presidente/a de la Mancomunidad y de la Junta General las siguientes 
funciones: 

2. Acordar por sí, bajo su responsabilidad y dentro de las directrices dadas por la Junta 
General, las medidas de urgencia que requieran los asuntos de la Mancomunidad, dando 
cuenta a la Junta General o Comisión de Gobierno en su primera reunión y acordando la 
convocatoria a sesión extraordinaria si la importancia del caso lo requiere. 

….6. Ostentar la representación de la Mancomunidad en todos los actos y negocios jurídicos 
que le afecten, así como otorgar poderes a Procuradores para comparecencia en juicio o 
fuera de él, cuando fuera preciso, con las facultades procedentes que en cada caso acuerde 
la Junta General o Comisión Permanente o de Gobierno. 

En tal sentido, el art. 21.1 K) atribuye a la LBRL la competencia a Alcaldía de “k) El ejercicio 
de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de 
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, 
en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la 
primera sesión que celebre para su ratificación.” 



 

Por consiguiente, si Presidencia, tiene competencia para acordar la personación en casos de 
urgencia como los que concurren cuando se interviene como parte recurrida o demandada, 
difícilmente va a existir infracción alguna de procedimiento (y menos aún causa de nulidad 
de pleno derecho) cuando la Comisión Permanente, o la Junta General, es presidida e integrada 
por ella, que vota los acuerdos correspondientes junto al resto de integrantes. 

En el caso presente, debe recordarse que en el recurso 101/2021 el acuerdo de personación se 
adoptó por la Junta General, en los recursos 212/2020 y 480/2021, se adoptó por la Comisión 
Permanente. A su vez, en los recursos 15/2022 y 81/2022 se adoptó por resolución de 
Presidencia, y que en el recurso 281/2020 ante JCA nº 2, también por Resolución de 
Presidencia de 100/2020 de 10 de noviembre. 

Estando facultada la Presidencia en aplicación del art. 21.1 k) de la LBRL para ejercer, en 
caso de urgencia, la competencia en materia de acciones judiciales, difícilmente puede 
concurrir causa de nulidad, ni siquiera de anulabilidad, dado que la Ley 29/1998 de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, una vez se ha interpuesto recurso contencioso-
administrativo, establece unos plazos perentorios para la personación, remisión de expediente 
administrativo, contestación a demanda, etc. pudiendo, además, concurrir distintos incidentes 
procesales (causas de inadmisión, falta de postulación, solicitud de medidas cautelares etc.) 
que requieran la inmediata defensa jurídica del asunto, por lo que concurre la situación de 
urgencia. 

Además, y si bien lo expuesto anteriormente es argumento más que suficiente para desestimar 
el motivo impugnatorio, es de destacar que por Acuerdo de Junta General de 25-9-2019, se 
delegó, en la Comisión Permanente, la competencia relativa al “ejercicio de acciones 
judiciales o administrativas”. Si se entendiese que dicho Acuerdo no desplegó su eficacia, tal 
y como refiere el recurrente (“la delegación deviene, en su caso, en ineficaz”, folio 6 del 
recurso) en todo caso, seguiría vigente la delegación de competencias aprobada por la Junta 
General de 13 de octubre de 1999, publicada en el BON nº 139 de 5-11-1999, que incluía, al 
punto 6º, la delegación de competencia a favor de la Comisión Permanente en materia 
“Ejercicio de acciones administrativas o judiciales.” 

En consecuencia, nuevamente, cabe concluir que no existe causa alguna de nulidad de pleno 
derecho, así como que la pretensión carece “manifiestamente de fundamento”. 

IV 

Reitera el recurrente que hacía falta un expediente de contratación y un previo informe de 
Secretaría al respecto. 

Estas cuestiones ya fueron debidamente abordadas en el Acuerdo recurrido, así como en el 
fundamento precedente. 

Se recuerda que el artículo 7 de la vigente Ley Foral de contratos excluye, directamente, de 
su ámbito de aplicación los “servicios jurídicos” relacionados con un procedimiento judicial, 
como es el caso, con lo que si quedan excluidos de la Ley, difícilmente precisan de un 
“expediente de contratación” al efecto, expediente que es objeto de regulación, en los 
supuestos en que efectivamente proceda- que no es el caso- en el art. 138 de la LFCP. 



 

 
A mayor abundamiento de quedar excluidos, ninguno superaría el umbral de los contratos de 
“menor cuantía” que, como se ha dicho, y en aplicación del art. 81 de la citada Ley Foral, se 
sujetan a un régimen totalmente simplificado que tampoco precisa de expediente de 
contratación.  
 
En efecto, el art. 138.1 de la LFCP establece que: A todo contrato, excepto a los de menor 
cuantía, precederá la tramitación de un expediente de contratación. 
 
De modo que los procedimientos de “menor cuantía” quedan excluidos de la tramitación de 
un previo expediente de contratación y éstos, son, en contrato de asistencia, los que no excedan 
del importe de 15.000 € importe que, como ya se indicó en el acuerdo recurrido, tampoco se 
excedía. Si bien, reiteramos que tras la modificación operada por la Ley foral 17/2021 las 
adjudicaciones, como las que discute el recurrente, quedaron excluidas del ámbito de 
aplicación de la LFCP. 
 
Sea como fuere, mediante la regulación referente a los contratos de menor cuantía, y como ya 
expresaba el art. 73.3 de la anterior Ley foral 6/2006 de contratos públicos, el legislador foral 
ha abreviado al extremo el procedimiento de adjudicación. Dada esta extraordinaria 
simplificación del expediente de adjudicación, el legislador prevé que el procedimiento de 
pago de las obligaciones que se generen sea igualmente simplificado. 
 
-Posteriormente el recurso de reposición alude a “las consecuencias económicas” indicando 
que, con las contrataciones efectuadas, se traspasan los límites establecidos en las 
correspondientes partidas presupuestarias para “gastos judiciales” y que concurre causa de 
nulidad en aplicación del art. 207.2 de la Ley foral 2/1995, LFHLN y art. 47.1 g) de la 
LPACAP. 
 
Al respecto, como cuestión previa, cabe decir que, por ejemplo la Resolución del Tribunal 
Administrativo de Navarra nº  9.152, de 27 de octubre de 2010, expresaba:  "no procede la 
declaración de nulidad que pretende el recurrente pero sin invocar precepto alguno que 
justifique tal declaración. Ya que no nos hallamos ante ninguno de los supuestos de nulidad 
tasados por el artículo 62 de la LRJAP-PAC, la infracción procedimental señalada en todo 
caso podría suponer motivo de anulación. Pero como se desprende del artículo 63 de la 
misma ley los defectos procedimentales sólo determinan la anulabilidad cuando el acto 
carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la 
indefensión de los interesados. No se produce ninguno de ambos supuestos en este caso"; (...) 
"Hemos de entender que la ausencia de reserva de crédito no ha impedido ni la ejecución del 
contrato ni que posteriormente la factura haya podido ser pagada.”. 
 
En primer lugar, es de destacar que, en cada Ejercicio presupuestario aludido por el recurrente, 
y como no puede menos que reconocer, existe la correspondiente aplicación de gastos 
denominada “gastos judiciales”. La eventual insuficiencia de crédito se puede suplir con el 
crédito existente en la Bolsa de Vinculación. 
 
En efecto, las Bases de Ejecución de los Presupuestos de 2020 en adelante (considerando que 
se alude a recursos judiciales de 2020 y posteriores), permiten realizar un gasto excediendo 
la aplicación de gasto para “Gastos judiciales”, si en la Bolsa de Vinculación correspondiente, 
existe crédito, y, desde luego, éste existía.  



 

 
Así, por ejemplo, la Bolsa de Vinculación 1.9.2 del Presupuesto del año 2020 ascendía a 
66.965 €, y en el año 2021 a 93.750 €, en cuanto que en el año 2022 a 75.607 €, importes ellos 
manifiestamente superiores a los gastos judiciales efectivamente devengados (como 
consecuencia de las actuaciones del recurrente, dicho sea de paso).  
 
Al respecto, por ejemplo, la Resolución del TAN número 10023/10, 18 de noviembre de 2010 
expresaba: 
 
Tal y como se indica en la Resolución 899/2009, de 26 de febrero de 2009, "el Concejo explica 
que en el presupuesto del ejercicio anterior, prorrogado automáticamente, existe una Bolsa 
de vinculación 1.1.2 (código orgánico, funcional y económico) que permite, como el artículo 
23 del  Decreto Foral 270/1998, de 21 de septiembre, por el que se desarrolla la Ley Foral 
2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra, en materia de presupuestos y 
gasto público, contempla, los gastos dentro de las referidas Bolsas abiertas o, incluso, con 
arreglo a lo previsto en el artículo 23 del mismo Decreto Foral, la modificaciones de 
crédito….. Lo mismo debe reiterarse para este año. El informe concejil puntualiza que "(...) 
en los presupuestos prorrogados de 2007, al igual que en los de 2010 -pendientes en estos 
momentos de aprobación definitiva- existe una Bolsa de Vinculación 1.1.2 para el pago del 
contrato (...)". 

… los dos subconceptos van incluidos en la misma Bolsa de Vinculación, la 1.1.2. Y, a este 
respecto, la previsión contenida en el artículo 207.2 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, 
de Haciendas Locales de Navarra (LFHLN) en cuya virtud "no podrán autorizarse o 
adquirirse compromisos de gasto en cuantía superior al importe de los créditos aprobados 
en los estados de gastos" se completa con lo dispuesto en el siguiente artículo 208.1 de la 
misma LFHLN: "El cumplimiento de las limitaciones expresadas en los artículos anteriores 
deberá verificarse al nivel en que se establezca en cada caso la vinculación jurídica de los 
créditos". Y el número 2 del último precepto citado aclara que en el Presupuesto "se podrá 
establecer la vinculación de los créditos para gastos en los niveles de desarrollo funcional, 
económico y en su caso orgánico que la entidad local considere necesarios para su adecuada 
gestión".   
 
 En otras palabras: si se han establecido "bolsas de vinculación", como es el caso, éstas son 
las que vinculan, y no los subconceptos de las partidas. A eso se refiere la Cámara de Comptos 
de Navarra cuando aclara (por ejemplo, en un informe elaborado el 15 de julio de 2002 para 
otro supuesto de este tipo, planteado en la Administración de la Comunidad Foral) que, 
cuando existen tales "bolsas de vinculación" en el Presupuesto, se hace "preciso deslindar el 
concepto de partida presupuestaria del concepto de crédito autorizado. El estado de créditos 
de gasto del presupuesto (...) no vincula a la administración hasta el detalle de todas y cada 
una de las partidas que lo integran. El presupuesto vincula por programas, y dentro de cada 
programa, por bolsas de vinculación. (...) Dentro de cada bolsa de vinculación la 
administración puede realizar, en líneas generales, los ajustes que tenga por convenientes".  
 En consecuencia, procede la desestimación del recurso de alzada.  
 

Así mismo, el remanente de tesorería es positivo y la contratación de este servicio no ha 
supuesto un quebrando económico para esta Mancomunidad por cuanto que el importe de la 
contratación, en cada caso, no tiene relevancia económica suficiente. 



 

 
Por consiguiente, el recurrente invoca el art. 207 de la LFHLN, pero omite la aplicación del 
art. 208 conforme al cual “El cumplimiento de las limitaciones expresadas en los artículos 
anteriores deberá verificarse al nivel en que se establezca en cada caso la vinculación 
jurídica de los créditos.” 
 
2. En las bases de ejecución del presupuesto se podrá establecer la vinculación de los créditos 
para gastos en los niveles de desarrollo por programas, económico y en su caso orgánico, 
que la entidad local considere necesarios para su adecuada gestión. 
 
En suma, ninguna causa de nulidad concurre, tampoco en relación a este apartado, Ni siquiera 
de anulabilidad y el resto de cuestiones que menciona el recurso en materia de contratación 
ya han sido anteriormente analizadas y, a mayor abundamiento, en el acuerdo objeto de 
recurso, siendo de destacar que las consideraciones del recurrente resultan claramente 
contradictorias con que, tanto el legislador foral, como el TJUE hayan excluido, del ámbito 
de aplicación de la Ley, precisamente por su singularidad y particularidades, los contratos 
relativos a servicios jurídicos relacionados, entre otros, con un procedimiento judicial. 

 

V 

 

Al folio 13 y s.s del recurso, FJSO reitera la supuesta causa de nulidad por la “Ausencia de 
Informes y aprobaciones por el órgano competente tanto para personarse en los 
procedimientos judiciales, como para la aprobación de los diferentes documentos y 
actuaciones ....” 

Esta cuestión se analizaba en el fundamento V del Acuerdo recurrido que procede confirmar 
en su integridad, en la medida en la que nada nuevo añade el recurso al respecto, y se transcribe 
a continuación: 

Es decir, en resumen, se viene a sostener, como ya lo hiciera anteriormente, que, para 
personarse como parte demandada, era preceptivo informe de la Secretaria-
Interventora, tanto por aplicación del art. 239 c) de la Ley foral 6/1990, como del art. 
54 del TRRL, invocando, al respecto, la STS nº 1058/2015 de 13 de marzo. 

Sin embargo, todo ello resulta pertinente, en su caso, únicamente cuando la 
Administración Local ocupa la posición de parte RECURRENTE O ACCIONANTE y 
no la de recurrida, como ha sido el caso en la totalidad de los recursos mencionados 
en la solicitud de revisión. 

En efecto, este extremo ya le fue fundadamente expuesto al mismo solicitante en la 
comunicación de Presidencia de 10-2-2022, (frente a la que interpuso recurso de 
reposición el 8.3.2022 desestimado por Resolución de 23-3-2022). Recordémoslo: 

El informe jurídico a emitir por el Secretario/a de la Entidad o por Letrado, resulta, 
en su caso, pertinente para el ejercicio de acciones por las entidades públicas, pero 



 

no para comparecer como parte demandada o recurrida que es la posición procesal 
que tenía la Mancomunidad en los dos recursos a que alude el solicitante.  

El art. 221 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales (ROF) establece que: 

" Artículo 221: 1.- Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la 
defensa de los bienes y derechos de las entidades locales deberán adoptarse previo 
dictamen del secretario o, en su caso, de la asesoría jurídica, y, en defecto de ambos, 
de un letrado." 

Por consiguiente, tal y como se comprueba, tanto el acuerdo como, en coherencia, el 
informe jurídico a que se alude, se anudan, necesariamente, al ejercicio de acciones, 
como parte actora o recurrente, cosa que no acontece cuando la Administración 
comparece como parte recurrida. Este informe, sólo se requiere cuando la 
Administración local va a ocupar la posición procesal de actor, demandante, 
denunciante o recurrente, nunca si es sujeto pasivo de la acción interpuesta por un 
tercero, ni, tampoco, cuando se trata de interponer recursos administrativos, "... los 
cuales pueden ser formalizados sin necesidad de observar aquel requisito ...)" (STS 
16 diciembre 1980 ). 
 
En relación a los recursos a que se alude, por Acuerdo de la Comisión Permanente de 
esta Mancomunidad de 12 de agosto de 2020, se acordó comparecer personarse y 
oponerse al recurso contencioso-administrativo interpuesto por el solicitante, PO 
212/2020 designando Abogado y Procurador al efecto. 
 
Ese acuerdo se adoptó en relación al recurso, Procedimiento Ordinario nº 212/2020 
sustanciado frente a la Ordenanza fiscal de 2020 y donde recayó Sentencia 
desestimatoria del recurso que fue posteriormente recurrida en casación autonómica 
por el interesado, tramitado como recurso de casación nº 316/2021, donde se dictó 
Auto inadmitiendo el recurso de casación con imposición de costas.   
 
Por consiguiente, estando facultada la Procuradora, y el Abogado, respectivamente, 
para la representación y defensa de la Entidad, no se precisaba de ningún trámite 
adicional, habiéndose personado y opuesto a la admisión del recurso de casación en 
defensa de esta Mancomunidad como continuación necesaria de la defensa impartida 
en el recurso 212/2020 del que trae causa la posterior casación. 
 
Con arreglo a la jurisprudencia, se excluye de la necesidad de acuerdo “ad hoc” -y 
de informe jurídico de ninguna clase- para la personación en las sucesivas fases o 
instancias, ya que se considera ello implícito en la autorización originaria del proceso 
inicial, incluyendo la personación inicial «las distintas contingencias que puedan 
surgir en el seguimiento de unas mismas actuaciones, puesto que ellas tienen que estar 
previstas, como posibles, y porque, de lo contrario, ante la brevedad de los plazos 
disponibles para algunos de los recursos utilizables, podría darse el caso de que, de 
querer cumplir estos preceptos (…) se llegaría incluso tarde a la interposición de los 
mismos en más de una ocasión (STS 9 de Julio de 1.979 RJ 1979/3056, STS 30 octubre 



 

1995, FJ 2.º,) lo cual resulta, obviamente, aplicable, si cabe con mayor razón, cuando 
se comparece como parte recurrida por las razones anteriormente expresadas. 
 

Y lo mismo puede decirse respecto del resto de recursos que se mencionan.  

Es decir, cuando la Entidad Local sólo ostenta legitimación pasiva, no resultará 
preciso el dictamen previo a que se refiere el 54.3 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, así como en el artículo 221.1 del 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Corporaciones Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre. 

Ello debe ponerse en relación con el art. art. 45.2 LJCA, Ley 29/1998 que alude al 
“El documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos 
para entablar acciones las personas jurídicas con arreglo a las normas o estatutos 
que les sean de aplicación”. 

Obviamente, “entablar acciones” es interponerlas, iniciarlas, lo cual no acontece 
cuando se ostenta la posición procesal de parte demandada, mientras que las 
Sentencias que invoca el solicitante, conciernen a supuestos en los que las EELL 
habían entablado o iniciado acciones jurisdiccionales, no a supuestos en los que eran 
parte demandada, como ha sido el caso de la totalidad de recursos que afectan a esta 
Mancomunidad.”  

La STS de 13 de marzo de 2015, nº 1058 que invoca el recurrente, analiza el supuesto en el 
que la entidad local era parte accionante o recurrente, lo cual no ocurre en el caso presente, 
donde la Mancomunidad ha sido repetidamente demandada por FJSO.  

En suma, con arreglo a los razonamientos expuestos en el presente Acuerdo y en el que 
constituye objeto de recurso, cabe concluir que ninguna ilegalidad existe en la personación ni 
en el nombramiento del Letrado en cuestión en los recursos contencioso-administrativos a que 
alude el recurso, y otro tanto cabe decir en cuanto a los honorarios liquidados que, además de 
ajustarse a la práctica forense concretada en los criterios de orientación de honorarios del Muy 
Ilustre Colegio de Abogados de Pamplona que venían utilizándose en materia de condenas en 
costas (lo que prueba su objetividad y corrección) en todo caso, tampoco fueron discutidos 
por el recurrente en los correspondientes incidentes de tasación de costas, siendo así que esta 
Mancomunidad, tras las oportunas tasaciones de costas practicadas por los Letrados/as de la 
Administración de Justicia que han devenido firmes, se ha limitado a seguir el procedimiento 
establecido en el art. 139.5 de la Ley 29/1998 reguladora de la jurisdicción contencioso-
administrativa, conforme al cual “Para la exacción de las costas impuestas a particulares, la 
Administración acreedora utilizará el procedimiento de apremio, en defecto de pago 
voluntario.” 

En particular, menos aún cabe sostener ninguna nulidad en las tasaciones de costas practicadas 
por la Mancomunidad en el seno de cada proceso. En efecto, en el caso de la tasación de costas 
no existe ningún acto administrativo que revisar en un expediente de revisión de oficio como 
el que se pretende, ni se invoca siquiera (el suplico del escrito de 30-12-2022 alude a “ser 



 

nulos de pleno derecho tanto la personación, como del ejercicio de la reclamación de 
costas”), por cuanto que se trata de unos trámites sustanciados ante los órganos 
jurisdiccionales y que se rigen por la legislación procesal, esto es, la LEC y la Ley 19/1998 
LJCA sin perjuicio del posterior cobro por la vía ejecutiva. 

Al respecto, debe destacarse que el art. 106 de la Ley 39/2015 LPAC, alude a la declaración 
de nulidad “de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que 
no hayan sido recurridos en plazo”, sin que, en este punto, D. FJSO concrete el supuesto acto 
cuya revisión se solicita, limitándose a mencionar la reclamación de costas efectuada en vía 
judicial, que sólo puede ser la Tasación de Costas. 

Sin embargo, los Decretos de tasación de costas se emiten por los Letrados/as de 
Administración de Justicia, y no por esta Mancomunidad, a quien, en cambio, sí corresponde 
posteriormente el cobro de las mismas tal y como establece el citado art. 139.5 de la LJCA. 

Al respecto, el art. 243.1 de la LEC establece: 

1. En todo tipo de procesos e instancias, la tasación de costas se practicará por el Secretario 
del Tribunal que hubiera conocido del proceso o recurso, respectivamente, o, en su caso, por 
el Letrado de la Administración de Justicia encargado de la ejecución. 

Art. 244.3: 

3. Transcurrido el plazo establecido en el apartado primero sin haber sido impugnada la 
tasación de costas practicada, el Letrado de la Administración de Justicia la aprobará 
mediante decreto. Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión, y contra el auto 
resolviendo el recurso de revisión no cabe recurso alguno. 

Por consiguiente, el Decreto de Tasación de costas tiene sustantividad propia, se aprueba por 
el Letrado/a de Administración de Justicia y, en su caso, si no se está conforme con aquél, 
debe ser recurrido en su propio ámbito, que es el jurisdiccional, el cual, nada tiene que ver con 
el procedimiento de revisión de actos nulos del art. 106 LPAC que aquí nos ocupa, dado que 
todas estas cuestiones se regulan por la legislación procesal y no por la administrativa. 

Por si ello no fuera suficiente, hay que decir, además, que la tasación de costas se instó en 
cada caso a que alude el solicitante por la Procuradora, y que el hecho de que el acreedor de 
las mismas sea el cliente y no el Letrado, en nada altera todo lo que se viene exponiendo, por 
cuanto que la solicitud de costas se efectúa dentro del proceso judicial en el que los 
intervinientes son los abogados y procuradores en su caso (art. 23 de la Ley 29/1998, LJCA). 
Además, las tasaciones de costas no se han solicitado a nombre del Letrado interviniente, sino 
de la Mancomunidad acreedora de las mismas.  

Por último, la consideración relativa a que se requiere un previo informe de secretaría y un 
acuerdo de Junta General “ad hoc” para solicitar la tasación de costas (¡incluso con nuevo 
nombramiento de dirección letrada a juicio del solicitante!), resulta a todas luces absurda, 
desde el momento en que, si ni siquiera resulta preciso, como se ha visto, informe jurídico de 
ninguna clase, ni acuerdo para comparecer como parte demandada en la jurisdicción 
contencioso-administrativa, con menor razón procederá ello para tasar unas costas, trámite 
que, según se ha expuso y ahora se reitera, se efectúa dentro del proceso ya iniciado por parte 



 

de los/as Letrados de Administración de Justicia, y que no conlleva ningún ejercicio de 
“acción” judicial. 

Según se ha expuesto, el único supuesto en el que se exige acuerdo e informe jurídico al 
respecto es para el ejercicio de acciones, tal y como establece el art. 45.2 de la LJCA.  

En definitiva, lo que subyace con esta pretensión de revisión de oficio, es el uso y abuso, en 
fraude de ley y subrepticiamente, del procedimiento de revisión de actos nulos, con 
argumentos inconsistentes, y al único objeto de tratar de eludir el pago de unas costas firmes 
a las que ha sido condenado el recurrente. 

VI 

 

Por último, el recurrente discute el apartado resolutivo 2º del Acuerdo impugnado, por el cual 
se desestima la solicitud de “paralización de los expedientes de cobro”. 

En la solicitud de 31-12-2021 se sostenía que procedía paralizar los procedimientos de cobro 
de costas judiciales por aplicación de los artículos 116.4 y 125.1 y 2 de la Ley foral general 
tributaria (LFGT), debido a que se ha instado un procedimiento de “revisión de actos nulos”. 

Y en el recurso de reposición, refiere que, al concurrir, supuestamente, un acto nulo de pleno 
derecho y con arreglo al TS, “adoptada la Providencia de apremio antes de notificarse la 
decisión de inadmisión a trámite de la suspensión interesada, “se está ejercitando una 
potestad de la que en ese momento se carecía, dejando vacío de contenido el derecho a la 
tutela cautelar y dando lugar a un acto administrativo aquejado de un vicio que determina su 
nulidad, conforme a lo dispuesto en las letras a) y e) del artículo 47.1 Ley 39/2015 (anterior 
art. 62.1, letras a ) y e) de la Ley 30/1992).” 

Sin embargo, ya se ha visto en todos los fundamentos precedentes, que se está queriendo instar 
la revisión del art. 106 LPAC en claro fraude de Ley, sin que concurran los requisitos legales 
para ello, a tenor de las diversas razones expresadas, ni exista, en modo alguno, causa de 
nulidad de pleno derecho de ninguna clase. 

Es más, resulta obvio que las Sentencias que menciona el recurrente en su recurso de 
reposición, aluden a supuestos en los que se había instado algún tipo de medida cautelar, tras 
los recursos regulados en la legislación tributaria, frente a los actos o liquidaciones tributaria 
en sí (p.e. folio 17 del recurso: “la posibilidad de que la Administración tributaria dicte 
providencia de apremio sobre una liquidación impugnada…) lo cual dista completamente del 
planteamiento del recurrente en este expediente, donde no discute ninguna liquidación 
tributaria, sino que, según sus escritos, pretende discutir “tanto la validez de la personación 
en el proceso, como quien deba hacerse cargo de sus honorarios” -en alusión a los del Letrado 
nombrado por la Mancomunidad- (instancia de 31-12-2021), lo cual, absolutamente nada tiene 
que ver con el cobro de las costas judiciales al recurrente, unas costas tasadas en el seno de 
cada proceso con arreglo a la legislación procesal de aplicación y cuya aprobación no fue 
discutida en el proceso por el recurrente. 

Es más, obvio es decirlo que toda medida cautelar resulta accesoria al objeto del recurso 
principal, y si en el recurso no se está discutiendo una concreta liquidación, sino otra cosa 



 

completamente distinta (nombramientos/adjudicación de contrato de servicios jurídicos a 
Letrado para comparecer y defensa en juicio), difícilmente puede prosperar ninguna solicitud 
de suspensión del cobro de una liquidación, máxime cuando, en este caso, nos hallamos ante 
una solicitud de revisión de oficio de actos firmes, y no ante ningún recurso directo, revisión 
que, además ni siquiera se insta respecto de un acto tributario, sino de algo distinto. Es decir, 
no resulta en modo alguno de aplicación la jurisprudencia invocada por el recurrente.  

A mayor abundamiento, el art. 116.4 de la LFGT que el recurrente invocaba en su escrito de 
31-12-2022 regula el supuesto de aplazamiento de deudas tributarias: 

la presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en 
período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de 
dichos expedientes. 

Pero el solicitante no pide ningún aplazamiento de deuda, sino que lo que quiere directamente 
es ¡NO ABONAR las costas, declaradas firmes, a cuyo pago ha sido condenado!, y ello 
conforma pretender expandir, en fraude de Ley, el ámbito de aplicación del art. 116 LFGT y 
concordantes a supuestos completamente ajenos el mismo.  

Las condiciones de aplazamiento de deudas con entidades locales, se regulan en el art. 92 y 
concordantes de la Ley foral 2/1995 de Haciendas Locales de Navarra (así como artículos 48 
y concordantes del Reglamento foral de recaudación DF 177/2021) estando supeditado, 
obviamente, a la previa existencia de una solicitud al efecto -y cumplimiento de los requisitos 
que procedan- que, en este caso, no se ha formulado en modo alguno. 

A su vez, el art. 125.1 y 2 de la LFGT, también invocado, regula la suspensión del 
procedimiento de apremio con base en unos supuestos tasados (y en el seno de un recurso 
frente al acto tributario propiamente dicho, circunstancia que tampoco acontece, premisa que 
hace decaer todo el planteamiento del recurrente), pero, el caso presente, no concurre ninguno 
de los supuestos expresamente regulados: “error material, aritmético o de hecho en la 
determinación de la deuda, o bien que dicha deuda ha sido ingresada, condonada, 
compensada, aplazada o suspendida.” 

Es igualmente de destacar que la oposición a la vía de apremio admite, únicamente, motivos 
tasados, ninguno de los cuales concurre. 

Del mismo modo, no concurre ninguna de las causas de nulidad del art. 146 b) y e) de la 
LFGT, que, además, aluden, necesariamente, a los “actos dictados en materia tributaria que 
hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en tiempo y forma”, 
cuando resulta, y así debemos reiterarlo, que el solicitante no está concretando aquí ningún 
acto dictado en materia tributaria, por cuanto que lo que discute son las resoluciones y 
acuerdos de nombramiento de Letrado para comparecer en juicio, o en las reclamaciones de 
costas que devinieron firmes, así como, al parecer, la propia personación en sí,  cuestiones 
totalmente ajenas a los “actos tributarios” regulados en la LFGT y demás normativa tributaria 
de pertinente aplicación.  

En suma, no existe causa legal alguna para paralizar los expedientes de cobro que se 
sustancian frente al interesado. La solicitud resulta manifiestamente improcedente. Y menos 



 

aún cabe admitir una pretensión de suspender futuros expedientes de cobro de costas, que ni 
siquiera se han iniciado.  

Por último, es de destacar que en la instancia (no en el escrito de alegaciones) presentada el 
31-12-2023 se alude a que  “debiera enjuiciarse, tanto la validez de la personación en el 
proceso, como quien deba hacerse cargo de sus honorarios, y que, al menos para el 
suscribiente, corresponde a quien haya causado tal nulidad de tales nombramientos en los 
siguientes procedimientos”. 
 
Al respecto, cabe decir que: 

1-La validez de la personación ya ha sido analizada, además, no cabe ahora discutir tales 
aspectos, cuando ya existen sentencias firmes. 

2-Los honorarios se han ajustado a los criterios de orientación establecidos por el M.I. Colegio 
de Abogados de Pamplona vigentes en su momento, han sido tasados por la Letrada de 
Administración de Justicia en cada proceso, sin que el recurrente alegase nada en contra. Se 
trata de importes correctos, a tenor de la cuantía de cada recurso, y que obedecen a servicios 
efectivamente prestados, e incluso con resultado de sentencias desestimatorias de los recursos 
que imponen las costas al recurrente solicitante ahora de la revisión.  

3-Tales honorarios obedecen a encomiendas plenamente ajustadas a la legalidad a tenor de 
todo lo expuesto en fundamentos precedentes, y por recursos interpuestos, precisamente, por 
el propio solicitante de la revisión. Es más, incluso aunque tales encargos incurriesen en 
alguno de los defectos que se señalan (circunstancia  que no concurre y que se formula en 
simples términos de hipótesis), en la medida en que obedecen a servicios efectivamente 
prestados, procedería su abono por parte de la Mancomunidad, para evitar el enriquecimiento 
injusto de la Administración, conforme a una reiterada jurisprudencia.  

Por consiguiente, la reflexión relativa a que el abono de los mismos debiese corresponder a 
“quien haya causado tal nulidad de tales nombramientos en los siguientes procedimientos” 
resulta particularmente improcedente, e impertinente desde cualesquiera perspectivas. 

 

VII 

Por último, recordaremos que tanto la Ley, LPAC en su art. 106.3, como la jurisprudencia, 
permiten, tal y como expresa el Acuerdo recurrido, que se declare la inadmisión a trámite de 
una solicitud de revisión de oficio, sin que exista la obligación incondicionada de tramitar el 
expediente, cuando concurra cualquiera de estas causas: 

1-Que no concurra alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1. LPAC. 

2-Que la solicitud de revisión carezca manifiestamente de fundamento. 

3-Así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras 
solicitudes sustancialmente iguales 

La STS de 5-12-2011 (RJ 2012/2595) expresa que “se distinguen dos fases en los 
procedimientos de revisión de oficio: la apertura de un expediente en que la Administración 

determina “prima facie” si el acto cuya revisión se insta, adolece o no de vicios que 



 

determinarían su revisión, y en caso afirmativo se abre una segunda fase que incluye la 
solicitud de dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la comunidad 
Autónoma….. 

A su vez, la STS de 28 de abril de 2011 (RJ 2011/3760) analizaba extensamente la cuestión, 
expresando al respecto – con relación a la anterior Ley 30/1992 LRJPAC sin que nada haya 
cambiado con la vigente Ley 39/2015- que: 

“El juicio anticipado que comporta la inadmisión de la solicitud de revisión procede 
en los casos siguientes: 1º) cuando la revisión no se base en alguna de las causas de 

nulidad del artículo 62 --apartado 1 porque ahora estamos ante un acto 

administrativo--; 2º ) cuando carezca manifiestamente de fundamento, y, en fin, 3º) 

cuando se hubieran desestimado sobre el fondo otras solicitudes sustancialmente 
iguales. Siempre que, y éste es un requisito de carácter transversal, se realice de forma 
motivada, cuya infracción, como antes adelantamos, también se invoca. 

Estas causas que permiten cercenar tempranamente el procedimiento instado por el 
interesado en el ejercicio de una acción de nulidad, por tanto, comprenden no sólo los 
casos en que no se citen las causas del indicado artículo 62.1 de la Ley 30/1992 o 
cuando el discurso argumental nada tiene que ver con las mismas, sino también 
aquéllos otros casos en los que aludiendo a las indicadas causas, su desarrollo resulta 
ajeno al contenido de las mismas por centrarse en causas de anulabilidad que 
debieron ser esgrimidas mediante los correspondientes recursos administrativos. 

… Por ello, debemos insistir en que la acción de nulidad no está concebida para 
canalizar cualquier infracción del ordenamiento jurídico que pueda imputarse a un 
acto administrativo, sino únicamente aquellas que constituyan, por su cualificada 
gravedad, un supuesto de nulidad plena, previsto en el artículo 62.1 de la Ley 30/1992. 

Pues bien, el análisis efectuado en el presente Acuerdo, y en el adoptado por Junta General de 
1-3-2023 objeto de recurso, evidencia, claramente, y “prima facie”, que no concurre ninguna 
causa de nulidad, así como que la solicitud carece manifiestamente de fundamento, 
pretendiéndose, simplemente, eludir, subrepticiamente, el pago de unas costas procesales, no 
impugnadas, firmes y consentidas, con argumentos completamente infundados, por todo lo 
cual, procede confirmar íntegramente el Acuerdo recurrido. 

En todo lo demás, se da por expresamente reproducida la fundamentación contenida en el 
citado Acuerdo de JG de 1-3-2023. 

En virtud de cuanto antecede, visto el Informe de Secretaría-Intervención que obra en el 
expediente, los artículos 106 y concordantes de la Ley 39/2015, así como resto de normativa 
citada a lo largo del presente Acuerdo, la Junta General sometido el asunto a votación, por 
unanimidad, 

ACUERDA: 

1º- Desestimar, íntegramente, el recurso de reposición interpuesto por D. Francisco 
Javier Sánchez Ostiz Gutiérrez frente al Acuerdo de la Junta General de esta 
Mancomunidad aprobado en sesión de 1-3-2023 y, en consecuencia, confirmar y reiterar la 
INADMISIÓN a trámite acordada el 1-3-2023 conforme al art. 106.3 de la Ley 39/2015 
LPAC, de la solicitud de revisión de oficio formulada por D. Francisco Javier Sánchez Ostiz 



 

en escrito de 30-12-2022 con registro de entrada de 31-12-22, por no concurrir ninguna causa 
de nulidad del artículo 47.1 de la LPAC y carecer, asimismo, manifiestamente de fundamento. 

2º- Confirmar y reiterar, expresamente, la desestimación de la solicitud de “paralización de 
los expedientes de cobro” de costas judiciales iniciados y/o que puedan iniciarse, frente a D. 
Francisco Javier Sánchez Ostiz en relación a los procedimientos que señala en su escrito, los 
cuales seguirán su curso legal correspondiente. 

3-Notificar el presente acuerdo al interesado para su conocimiento y efectos haciéndole saber 
que, frente al mismo, y al haberse desestimado el recurso de reposición, puede interponer: 

Recurso CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO ante el Juzgado o la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el plazo de 
DOS MESES contados desde el día siguiente al de la notificación de esta resolución  

 
 
7º.- ACUERDO PARA LA ADHESIÓN A LA MANCOMUNIDAD DE VALDIZARBE 
A LA DECLARACIÓN INSTITUCIONAL DEL DÍA DE LA MUJER RURAL DE 15 
DE OCTUBRE VISTO EL ACTA DE LA COMISIÓN EXTRAORDINARIA DE 
IGUALDAD DE FECHA 18 DE MAYO DE 2023. 
 
El Sr. Presidente da lectura a la Declaración Institucional del Día de la Mujer Rural que se ha 
enviado junto con la presente  convocatoria. 
 
 

 DÍA INTERNACIONAL DE LAS MUJERES 
RURALES  

MÁS TIEMPO, MÁS PRESENCIA, MÁS VOZ, 
MÁS VIDA  

En este 15 octubre, en el que conmemoramos el Día 
Internacional de las Mujeres Rurales bajo el lema de 
“Más tiempo, más presencia, más voz, más vida”, de 
forma conjunta las Entidades Locales y Territoriales 
de Navarra que cuentan con Técnica de Igualdad 
queremos compartir la celebración de este día con el 
objetivo de destacar la contribución de las mujeres 
rurales en el sistema de cuidados. Desde tiempos 
inmemoriales, nuestras madres, abuelas y ancestras 
han sido guardianas de la vida y cuidadoras de 
nuestros territorios.  
 
Las mujeres del medio rural, a menudo invisibles y 
silenciadas, han llevado sobre sus hombros el peso 
del cuidado de nuestras familias, comunidades y 
entornos naturales. Han sido las encargadas de 
alimentar, curar, educar y sostener a cada generación. 
Han tejido redes de apoyo y solidaridad, 
construyendo una red invisible pero fuerte que ha 
sostenido la vida en nuestras tierras. 
Las tareas de cuidado han recaído y siguen recayendo 
desproporcionadamente en las mujeres rurales 
enfrentando múltiples desafíos y obstáculos, 
teniendo que lidiar con la falta de reconocimiento, la 

 LANDA EREMUKO EMAKUMEEN 
NAZIOARTEKO EGUNA 

DENBORA, PRESENTZIA, AHOTS ETA 
BIZITZA GEHIAGO 

Urriaren 15ean, Landa Eremuko Emakumeen 
Nazioarteko Eguna ospatzen dugun egun honetan, 
“Denbora, presentzia, ahots eta bizitza gehiago” 
lelopean, Berdintasun Teknikaria duten 
Nafarroako Toki eta Lurralde Erakundeek bat egin 
nahi dute egun honen ospakizunekin, zainketa 
sisteman landa emakumeek egindako ekarpena 
nabarmentzeko. Aspalditik, gure ama, amona eta 
arbasoak bizitzaren zaindari eta gure lurraldeetako 
zaintzaile izan dira. 
 
Landa inguruneko emakumeek, askotan 
ikusezinak eta isilduak izan dira. Gure familia, 
komunitate eta ingurune naturalen zaintzaren zama 
eraman dute beren bizkarrean. Belaunaldi bakoitza 
elikatzeaz, sendatzeaz, hezteaz eta mantentzeaz 
arduratu dira. Laguntza eta elkartasun sareak sortu 
dituzte, gure lurretan biziari eutsi dion sare 
ikusezin baina sendoa eraikiz. 
Zainketa lanak neurriz gainekoak izan dira eta 
oraindik ere horrela izaten jarraitzen dute, oztopo 
askori aurre eginez. Aurre egin behar izan diete 
aitortza faltari, baliabide eta zerbitzuen 
urritasunari, isolamendu geografikoari eta lana 
balioesteko politikarik ezari. 



 

escasez de recursos y servicios, el aislamiento 
geográfico y la ausencia de políticas que valoren su 
labor.  
Sumado a esta labor de cuidados, las mujeres además 
desempeñan un papel crucial en la economía rural. 
Muchas de ellas están involucradas en actividades 
agrícolas, ganaderas y artesanales, contribuyendo a 
la producción de alimentos y a la preservación de la 
cultura local. Otras estudian, investigan, emprenden, 
crean e innovan, generando nuevas oportunidades 
para el desarrollo del medio rural. Sin embargo, estas 
actividades a menudo se enfrentan a desafíos, como 
la falta de acceso a recursos, la brecha de género en 
la titularidad de tierras y la dificultad para acceder a 
los mercados. 
La división sexual del trabajo, todavía actual y 
nutrida por los prejuicios y estereotipos asociados a 
los roles masculinos y femeninos tradicionales, 
obliga a las mujeres al cuidado, como una habilidad 
naturalizada de su facultad reproductiva. A esto se 
suma, además, la realidad y la tradición social, 
cultural y religiosa en Navarra, que perpetúa también 
la carga de responsabilidad de los cuidados sobre las 
mujeres.  
El modelo actual de organización de los cuidados no 
satisface las necesidades sociales y los datos 
pronostican un empeoramiento de la situación en los 
próximos años, a no ser que organicemos los 
cuidados de otra manera. Los cambios 
sociodemográficos, el aumento del índice de 
dependencia, el aumento de la presencia en el 
mercado laboral de las mujeres, el desarrollo de 
políticas neoliberales, y la erosión del sistema 
público, así como la extensión de los diversos 
modelos familiares, han influido de forma relevante 
en las formas de organización de los cuidados, lo que 
nos lleva a hablar de la “crisis de cuidados”. 
Las Entidades Locales queremos visibilizar el actual 
escenario que plantea desafíos significativos, y en 
ese escenario, queremos resaltar que las mujeres 
desempeñan un papel decisivo. Por tanto: 
- Es imprescindible que el cuidado se convierta 
en un eje transversal de las políticas públicas, 
atendiendo a la realidad de las zonas rurales. 

- Que se priorice el reconocimiento, reducción 
y redistribución de las tareas de cuidado que impulse 
la participación responsable de los hombres y 
descargue a las mujeres. 

- Y que en las instituciones públicas, en lugar 
de gestionar o privatizar los trabajos de cuidado, se 
pongan en marcha políticas transformadoras 
incorporando y desarrollando las estructuras 
necesarias para democratizar y dignificar los cuidados. 
 
Solo así se contribuirá a la consecución de la igualdad 
real entre mujeres y hombres, a la vez que se 
responderá a las necesidades y deseos de las personas 

Zainketa lan horrekin batera, emakumeek zeregin 
erabakigarria dute landa eremuko ekonomian. 
Horietako asko nekazaritza, abeltzaintza eta 
artisautza jardueretan aritzen dira, eta elikagaiak 
ekoizten eta tokiko kultura zaintzen laguntzen 
dute. Beste batzuek aztertu, ikertu, ekin, sortu eta 
berritzen dute, landa ingurunea garatzeko aukera 
berriak sortuz. Hala ere, jarduera horiek sarritan 
erronkei egin behar izaten diete aurre, hala nola 
baliabide ezari, lurren titulartasunean dagoen 
genero arrakalari eta merkatuetara iristeko 
zailtasunei besteak beste.  
 
Gaur egungo zainketak antolatzeko ereduak, ez 
ditu asetzen behar sozialak, eta datuek adierazten 
dute datozen urteetan okerrera egingo duela, 
zainketak beste modu batera antolatzen ez 
baditugu behintzat. Aldaketa soziodemografikoek, 
mendekotasun indizearen hazkundeak, 
emakumeen lan merkatuko presentzia handitzeak, 
politika neoliberalen garapenak, sistema 
publikoaren higadurak eta familia ereduen 
hedadurak eragin nabarmena izan dute zainketen 
antolaketa moduetan, eta horrek “zainketen 
krisiaz” hitz egitera garamatza. 
 
 
 
Toki Erakundeok erronka guzti hauek planteatzen 
dituen egungo egoera ikusarazi nahi dugu, eta 
testuinguru horretan, emakumeek zeregin 
erabakigarria dutela nabarmendu nahi dugu. 
Hortaz: 
 
- Zaintza politika publikoen zeharkako 
ardatz bihurtzea ezinbestekoa da, landa 
eremuetako errealitatea kontuan hartuta. 

- Zaintza lanak aitortu, murriztu eta 
birbanatzea lehenestea nahitaezkoa da, gizonen 
parte hartze arduratsua bultzatzeko eta emakumeei 
laguntzeko. 

- Eta erakunde publikoetan, zainketa lanak 
kudeatu edo pribatizatu ordez, politika 
eraldatzaileak abiaraztea, zaintza demokratizatu 
eta duintzeko behar diren egiturak sortu eta 
garatuz. 

Horrela bakarrik sustatuko da emakumeen eta 
gizonen arteko benetako berdintasuna lortzea, eta, 
aldi berean, pertsonek eta gizarteek bizitzari, 
ongizateari, iraunkortasunari eta gure garaiko beste 
erronka batzuei dagokienez dituzten behar eta 
nahiei erantzungo zaie. 



 

y las sociedades en relación a la vida, el bienestar, la 
sostenibilidad y otros desafíos de nuestro tiempo. 
 
El camino a la igualdad entre mujeres y hombres exige 
poner la vida en el centro, asegurar que todas las 
personas tengan una vida plena y digna en localidades 
acogedoras y seguras, sostenibles tanto a nivel social 
como ecológico así como reconocer a mujeres y 
hombres el derecho a los cuidados necesarios para 
alcanzar el bienestar por encima de los intereses 
económicos. 
 

Emakumeen eta gizonen arteko berdintasunerako 
bideak bizitza erdian jartzea derrigortzen du. 
Beharrezkoa da, pertsona guztiek bizitza osoa eta 
duina dutela ziurtatzea herri eroso eta seguruetan, 
maila sozialean zein ekologikoan jasangarriak. 
Interes ekonomikoen gainetik ongizatea lortzeko 
beharrezkoak diren zainketak jasotzeko eskubidea 
aitortzea emakumeei eta gizonei. 
 

 
Se somete el asunto a votación y  por unanimidad de los concejales asistentes,  
 

SE ACUERDA: 
 

PRIMERO.- Aprobar la Adhesión de la Mancomunidad de Valdizarbe/Izarbeibarko 
Mankomunitatea a la Declaración Institucional del Día de la Mujer Rural del 15 de octubre. 
 
SEGUNDO.- Realizar cuantas actuaciones sean necesarias para su efectividad. 

 

 
8º.- DAR CUENTA DE LA RESOLUCIÓN Nº 2237 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE NAVARRA, DESESTIMANDO EL RECURSO DE ALZADA 
INTERPUESTO POR FJSO CONTRA ORDENANZAS FISCALES DE 2023 
 
El Sr. presidente explica el asunto a las personas asistentes. 
 
Visto el contenido de la Resolución núm. 2237 de fecha 04/09/2023 que desestima el recurso 
de alzada nº 23-00745 interpuesto por Fco. Javier Sánchez Ostiz e inadmite a  Conrado García 
Napal, contra acuerdo de la Junta General de la Mancomunidad de Valdizarbe de fecha 
25/01/2023, sobre aprobación definitiva de la modificación de las ordenanzas fiscales 
reguladoras de las tasas por suministro de agua, saneamiento y demás servicios y actividades 
prestados en relación con el ciclo integral del agua y de las Tasas por los servicios de recogida 
de residuos domésticos, comerciales y demás actividades prestadas por dicho servicio para el 
2023. 
 
Los/as miembros de la Junta General se dan por enterados/as. 
 
 
9º.- RESOLUCIONES DE PRESIDENCIA 

DACIÓN CUENTA RESOLUCIONES DE PRESIDENCIA JUNTA GENERAL  

Nº RESOLUCIÓN FECHA CONTENIDO 

096/2023 15/06/2023 Desestimación solicitud DLI 

097/2023 16/06/2023 Incoación suspensión contrato PJAJ 



 

098/2023 16/06/2023 Adjudicación redacción proyecto obra “Renov. redes Calle 
Calvario y Barrio Zabalzagain de Puente la Reina” 

099/2023 16/06/2023 Adjud. redacción proyecto obra “Renov. redes Calle Escuelas 
de Mendigorria” 

100/2023 20/06/2023 Incoación suspensión contrato QASLU 

101/2023 20/06/2023 Incoación suspensión contrato LJGP 

102/2023 20/06/2023 Incoación suspensión contrato IDRA 

103/2023 21/06/2023 Recurso Reposición contra notificación del Ayto. Berbinzana, 
anulación liquidación contribución urbana “Depósito 
regulador agua Berbinzana” 

104/2023 23/06/2023 Aprobación Informe Alegaciones y remisión documentación, 
Recurso Alzada 23-00745 al Tribunal Administrativo 

105/2023 05/07/2023 Delegación funciones de Presidencia en Vicepresidencia 

106/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato MAER 

107/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato MAER 

108/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato PJJA 

109/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato JES 

110/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato EAS 

111/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato MOM 

112/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato IAJ 

113/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato AETR 

114/2023 05/07/2023 Decretar suspensión contrato IDRA 

115/2023 18/07/2023 Estimación tarifa fuga oculta RUG 

116/2023 18/07/2023 Fraccionamiento deuda RAB 

117/2023 28/07/2023 Nombramiento Coordinador Seg. y S.  obra “Modernización 
del Telemando” 

118/2023 02/08/2023 Aprobación Plan Seg. y S. obra “Modernización del 
Telemando” 

119/2023 02/08/2023 Aprobación Plan Gestión Residuos obra “Modernización del 
Telemando” 

120/2023 02/08/2023 Declarar fallida deuda RFV 

121/2023 16/08/2023 Solicitar informe jurídico a Secretaria Mancomunidad, en 
relación con posible nulidad de pleno derecho respecto a tasas 
giradas a FJSOG 

122/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato HMAE 

123/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato IIT 

124/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato AGL 

125/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato CAE 

126/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato PJAJ 

127/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato FFYSNS 

128/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato LGSDA 

129/2023 18/08/2023 Incoación suspensión contrato JAFC 



 

130/2023 29/08/2023 Proceder a nueva notif. de providencia apremio, anular 
diligencia de embargo y dev. de cantidades embargadas en 
reclamación de costas judiciales a FJSO  

131/2023 29/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta JMJDA 

132/2023 29/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta CJB 

133/2023 29/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta JGB 

134/2023 29/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta FEA 

135/2023 30/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta FB 

136/2023 30/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta MVF 

137/2023 30/08/2023 Estimación tarifa fuga oculta DCV 

138/2023 12/09/2023 Delegación funciones de Presidencia en Vicepresidencia 

139/2023 13/09/2023 Estimación tarifa fuga oculta MJGL 

140/2023 13/09/2023 Estimación tarifa fuga oculta CZO 

141/2023 20/09/2023 Concesión ampliación plazo suministro camión compactador 
carga trasera RSU 

142/2023 20/09/2023 Fraccionamiento deuda PJJA 

143/2023 28/09/2023 Fraccionamiento deuda CHS 

144/2023 28/09/2023 Autorizar a Mondragon Sistemas Información S. Coop. para 
certificación acopios obra “Modernización Telemando” 

 
Los/as señores/as miembros de la Junta, se dan por enterados/as.  
 
10º.- INFORMES DE PRESIDENCIA: DAR CUENTA SOLICITUD REALIZADA A 
LA CHE. 
 
El Sr. Presidente explica el asunto a las personas asistentes: Situación del río, toma de contacto 
con la Asociación y con el Ayto. del Valle de Yerri, búsqueda de soluciones, etc. 
 
 
11º.- RUEGOS Y PREGUNTAS. 
 
El Sr. Suescun explica que se ha recibido comunicación sobre altos niveles de nitratos en 
aguas, pregunta si la Mancomunidad ha recibido algún escrito sobre esto, Greenpeace está 
realizado actuaciones al respecto, las aguas de fuentes se están contaminando. 
El Sr. Presidente explica que en la Mancomunidad no se ha recibido nada al respecto. 
El Sr. Erro explica que en Mendigorria, con la planta de Biomendi, han pedido al Dto. 
informes sobre lo que se extiende a las tierras aledañas… 
 
Y no habiendo más asuntos que tratar, el Presidente levanta la sesión de la Junta, siendo las 
20:40 horas, del día arriba indicado, de lo que yo, la Secretaria doy fe. 

 
 
      Vº Bº       La Secretaria 

   El Presidente 
 Steven Alexander Leiper Ocariz    Jaione Mariezkurrena Baleztena 


